AUTO DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°17
RADICACIÓN:66001310900220170000301

ACCIONANTE: FIDEL TORRES GUTIÉRREZ

DECRETA NULIDAD 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto  – 09 de marzo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara nulidad

Radicación Nro. :
66001310900220170000301

Accionante: 
FIDEL TORRES GUTIÉRREZ
Accionado: 
UNIDAD ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN DE VÍCTIMAS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
NULIDAD POR FALTA DE VINCULACIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. “[N]o se puede desatar la impugnación propuesta ante la existencia de una irregularidad sustancial vulneradora de la garantía fundamental al debido proceso que debe ser respetada en todo trámite judicial, en especial éste por estar precisamente encaminado a la protección de derechos fundamentales. Al respecto obsérvese que tanto en los hechos de la acción como en las pretensiones, el actor hace alusión a la reparación a la que considera tiene derecho en su condición de víctima, y de acuerdo con las funciones consagradas en el Decreto 4802/11, el cumplimiento de órdenes judiciales atinentes a reparaciones administrativas es responsabilidad del Director de Reparaciones, razón por la cual era necesario vincular a tal dependencia a efectos de resolver de fondo el requerimiento del tutelante. (…) Por lo anterior, al haberse definido el asunto sin vincular a dicho funcionario y correrle traslado para que se pronunciara respecto de la acción constitucional impetrada, con miras a poder ejercer su derecho de defensa y contradicción, se encuentra un escollo insalvable en la actuación surtida en la instancia que afecta garantías fundamentales en detrimento de uno de los extremos pasivos de la acción, por cuanto dicha dirección está involucrada de manera directa en las pretensiones invocadas por la accionante, como ya se dijo. (…) En conclusión, como quiera que de proferirse una determinación de fondo en esta instancia sería palmaria la vulneración de las citadas garantías, la Sala se ve en la obligación de decretar la nulidad de la presente actuación a partir inclusive del fallo, con el fin de que se rehaga con apego a esos postulados y teniendo en consideración la situación advertida.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (09) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 206
                                                    Hora: 8:10 a.m.
1.- VISTOS 

Se procedería por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el señor FIDEL TORRES GUTIÉRREZ, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada por él contra la Unidad Especial para la Atención y Reparación de Víctimas -en adelante UARIV-.  

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor TORRES GUTIÉRREZ se pueden concretar así: (i) se encuentra incluido en el Registro Único de Víctimas –RUV, debido al homicidio de su hermano GUSTAVO TORRES GUTIÉRREZ, a manos de un grupo armando en el año 1994; (ii) solicitó la reparación administrativa y la ayuda de emergencia humanitaria a la UARIV, y al respecto ha recibido varias comunicaciones de la entidad en las que se le indica que recibirá este último auxilio, incluso copia de la resolución N° 0600220160476711 de 2016 y el oficio 201672043943991 de noviembre 09 de 2016, en los que se reconoce su pago, pero el mismo no se ha efectuado al parecer por falta de disponibilidad presupuestal; (iii) ha puesto de presente su condición de salud y aportó las historias clínicas, toda vez que padece de una enfermedad catastrófica desde hace más de 15 años, para que se le diera prioridad en su atención, lo cual no ha sido posible; y (iv) le fue informado por parte de los funcionarios de UARIV que no puede acceder a una vivienda digna porque su desplazamiento fue provocado por la actuación de bandas criminales, por tanto debía acercarse a la Alcaldía de su domicilio para postularse a los programas de vivienda de interés social, como tampoco  a la reparación solicitada por igual razón.
De acuerdo con lo anterior, en atención a las omisiones y actuaciones de la entidad accionada considera quebrantados sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, a la igualdad, a la vivienda digna, y al mínimo vital, entre otros, cuyo amparo solicita, y en consecuencia se ordene: (i) la entrega de la ayuda humanitaria de carácter humanitario por su condición, la cual deberá ser entregada hasta que se le incluya como persona priorizada en razón de su salud; (ii) su incorporación al listado de quienes serán indemnizados y reparados, independientemente del grupo que haya ocasionado su desplazamiento; y (iii) se incluya en los programas para acceder a una vivienda digna, y se le procure un medio de rehabilitación definitivo. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), despacho que admitió la demanda y corrió traslado de la misma a la entidad accionada por medio de la Dirección General y la Dirección de Gestión Social, cuyos titulares no se pronunciaron al respecto.
3.2- Dentro del término constitucional (enero 30 de 2017) el citado juzgado emitió sentencia en la que tuteló el derecho fundamental al mínimo vital del señor FIDEL TORRES GUTIÉRREZ, y como consecuencia ordenó a la UARIV que en un término máximo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, realizara los trámites administrativos y pague efectivamente la ayuda humanitaria que le fue reconocida en la Resolución 0600220160476711 de 2016. Así mismo, amparó el derecho a la información, y ordenó a la entidad orientar, asesor y acompañar al tutelante sobre la vinculación a los programas dirigidos por las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a la Víctimas- SNARIV a la población en situación de desplazamiento, que contribuyan con su estabilización socioeconómica.
4.- IMPUGNACIÓN

El actor se encuentra inconforme con lo decidido toda vez que considera que la sentencia es incongruente por no ajustarse a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela, puesto que no se menciona su inclusión en la lista de personas en condiciones de prioridad en atención a sus condiciones de salud y por el desplazamiento forzado en virtud del asesinato de su hermano por parte de grupos armados, a consecuencia de lo cual figura en el Registro Único de Víctimas en lista para ser indemnizado.

Tampoco se indicó nada sobre los derechos impetrados porque no se analizó lo tocante a la reparación reclamada, y a su solicitud de ser incluido en los programas de vivienda del Estado para obtener una vivienda digna.
La señora juez no analizó sus argumentos acerca de la conducta omisiva de la entidad accionada, los cuales solicita sean tenidos en consideración para que se protejan los derechos invocados, especificados en la ley de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto armado. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para proferir la determinación que aquí nos compete, dada la calidad de superior funcional que la Sala ostenta respecto de la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

Como se anunció, no se puede desatar la impugnación propuesta ante la existencia de una irregularidad sustancial vulneradora de la garantía fundamental al debido proceso que debe ser respetada en todo trámite judicial, en especial éste por estar precisamente encaminado a la protección de derechos fundamentales.

Al respecto obsérvese que tanto en los hechos de la acción como en las pretensiones, el actor hace alusión a la reparación a la que considera tiene derecho en su condición de víctima, y de acuerdo con las funciones consagradas en el Decreto 4802/11, el cumplimiento de órdenes judiciales atinentes a reparaciones administrativas es responsabilidad del Director de Reparaciones, razón por la cual era necesario vincular a tal dependencia a efectos de resolver de fondo el requerimiento del tutelante.
Se observa además que dentro de la determinación de primera instancia no se hizo ningún pronunciamiento sobre ese punto, y al efecto en la impugnación se refiere por el accionante que la sentencia no se ajusta a los hechos planteados por él.

Por lo anterior, al haberse definido el asunto sin vincular a dicho funcionario y correrle traslado para que se pronunciara respecto de la acción constitucional impetrada, con miras a poder ejercer su derecho de defensa y contradicción, se encuentra un escollo insalvable en la actuación surtida en la instancia que afecta garantías fundamentales en detrimento de uno de los extremos pasivos de la acción, por cuanto dicha dirección está involucrada de manera directa en las pretensiones invocadas por la accionante, como ya se dijo.
Una decisión en contrario lesionaría a los dos extremos de la actuación: a la entidad por el derecho que le asiste a un debido proceso y al accionante el correlativo a que un juez constitucional se pronuncie frente a lo solicitado por él en la petición de amparo. 

En conclusión, como quiera que de proferirse una determinación de fondo en esta instancia sería palmaria la vulneración de las citadas garantías, la Sala se ve en la obligación de decretar la nulidad de la presente actuación a partir inclusive del fallo, con el fin de que se rehaga con apego a esos postulados y teniendo en consideración la situación advertida.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, DECLARA LA NULIDAD en el presente trámite, a partir inclusive del fallo de tutela materia de impugnación. 

Devuélvase de inmediato la actuación al juzgado de origen para los fines pertinentes.

COMUNÍQUESE y CÚMPLASE 
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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